QUE EL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA;

DECRETA:

NÚMERO 69.- 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman el párrafo tercero del artículo 1º; los incisos c) y d) de la fracción VI del artículo 2º; el párrafo tercero del artículo 6º; la fracción XIII del artículo 14; el artículo 37; el artículo 38; 46; el párrafo segundo del artículo 56; las fracciones I, III, segundo párrafo de la fracción IV y V del artículo 57; el primer párrafo del artículo 58; las fracciones VII, XIII, XIV y XV del artículo 62; el primer párrafo del artículo 63; los incisos c), d), g), h), i), k) y n) del artículo 64; el artículo 73; el artículo 75; el artículo 80; el párrafo primero del artículo 81; 82; el primer párrafo del artículo 90; el primer párrafo del artículo 92; el primer párrafo del artículo 95; el artículo 100; el segundo párrafo del artículo 113; el primer párrafo del artículo 120; el último párrafo del artículo 122A; el primer párrafo del artículo 125; la fracción I del artículo 132; el artículo 133; el segundo párrafo del artículo 142; el primer párrafo del artículo 154; el artículo 166; el artículo 172; el artículo 174; el artículo 175; el artículo 178; el artículo 184; el artículo 185; el artículo 186; el artículo 187; el artículo 188; el artículo 196; el artículo 198; las fracciones II y IV del artículo 199; la fracción IV del artículo 204; la fracción III y la fracción IV que pasó a ser fracción V del artículo 206; el artículo 234; el primer párrafo del artículo 261; el artículo 263 BIS; el segundo y tercer párrafo del artículo 267; el artículo 268; las fracciones II y IV del artículo 269; el artículo 275; el artículo 277; la cabeza y el tercer párrafo de la fracción I del artículo 278; el artículo 280; el artículo 283; el primer párrafo del artículo 284; se adicionan la fracción III y IV del artículo 2º y se recorren en su orden las fracciones III a VII de dicho artículo; el inciso e) de la fracción VI del artículo 2º; el Capítulo IV TER del Título Tercero; los artículos 25-H; 25-I; 25-J; 25-K; 25-L; 25-M; 25-N; 25-O; el Capítulo IV QUARTER del Título Tercero; los artículos 25-P; 25-Q; 25-R; 25-S; 25-T; un último párrafo al artículo 83; la fracción VI al artículo 112; un tercer párrafo al artículo 113; un último párrafo al artículo 116; un quinto párrafo al artículo 126; un segundo párrafo del artículo 167; un segundo párrafo del artículo 170; la fracción IV al artículo 206 y se recorren en su orden las fracciones IV a VIII del propio artículo 206 y se adiciona un párrafo final a ese artículo 206; un cuarto y un quinto párrafo al artículo 267; el artículo 270 BIS; un último párrafo al artículo 273; un cuarto y un quinto párrafo al artículo 274 y el cuarto párrafo pasa a ser sexto párrafo del propio artículo 274; un cuarto y un quinto párrafo a la fracción I del artículo 278; se deroga el artículo 80 BIS; de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 1º. ……………………..  

………………………………………….  

El Tribunal Electoral, con excepción de lo dispuesto en el artículo 158 de la Constitución Política del Estado, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, serán máximas autoridades jurisdiccionales en la materia y órganos especializados del Poder Judicial; los dos primeros en los términos que establece el artículo 136 de dicha Constitución y el último por imperativo del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como por lo dispuesto en las  demás leyes aplicables.

ARTÍCULO 2º. …………………………. 
I a II. ...............................................

III. El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo;

IV. El Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes;

V. ........................................................

VI. ........................................................

a) a b) ............................................

c) Penales;

d) Mixtos, cuando deban conocer de dos o más materias; y

e). De Adolescentes.

VII a IX. …………………………………

……………………………………………

……………………………………………

ARTÍCULO 6º. ……………………………  . 

……………………………………………….. .

El Tribunal Electoral y el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, se integrarán en los términos previstos por el artículo 136 de la Constitución Política del Estado y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 14. ………………………………… .
I a XII …………………………………………….  .

XIII. Conceder licencias económicas con goce de sueldo, por causa justificada hasta por quince días, a los Magistrados Unitarios de Distrito, a los Jueces y a los demás empleados del Poder Judicial que no dependan de las Salas, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo o del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes. Esta facultad podrá delegarse al Oficial Mayor del Poder Judicial, con excepción de las relativas a las licencias que correspondan a los Magistrados y Jueces.  

XIV a XXXVII ………………………………….. . 

CAPITULO IV TER

DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 25-H. El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía, independencia y plena jurisdicción, en los términos que establece el artículo 136 de la Constitución Política del Estado y demás disposiciones aplicables.

El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo funcionará con una Sala Superior y con las Salas Distritales que se requieran conforme a las necesidades del servicio y al presupuesto anual de egresos respectivo.

La Sala Superior es el órgano supremo del Tribunal que estará integrada por tres Magistrados numerarios y tres Magistrados supernumerarios y tendrá su residencia en la capital del Estado.  Contará con un Secretario General de Acuerdos, Secretarios de Estudio y Cuenta, Actuarios y demás personal que se requiera para el servicio, de acuerdo con el presupuesto de egresos correspondiente.

Las Salas Distritales tendrán la residencia y jurisdicción que determine el Consejo de la Judicatura y estarán integradas por un Magistrado numerario y un Magistrado supernumerario.  Contarán con un Secretario de Acuerdos, los Secretarios de Estudio y Cuenta, Actuarios y personal administrativo que requieran para su funcionamiento.

ARTÍCULO 25-I. Corresponde a la Sala Superior del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, en lo general:

I.        Conocer y resolver de los asuntos de su competencia en los términos previstos por el artículo 136 de la Constitución Política del Estado y demás leyes aplicables.

II. Dictar, en la esfera de su competencia, las providencias necesarias para que la administración de la justicia contenciosa administrativa sea eficaz, pronta y expedita.

III. Elegir, en escrutinio secreto, al Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, quien será también Presidente de la Sala Superior.

IV. Calificar los impedimentos, las recusaciones y las excusas de los Magistrados propietarios del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, en los asuntos de su respectiva competencia y, en su caso, designar a los Magistrados supernumerarios que deban sustituirlos.

V. Resolver los recursos que se presenten en contra de las resoluciones que dicten las Salas Distritales, en los términos que para el efecto determine la ley de la materia.

VI. Nombrar y remover al personal de la Sala Superior, en los términos que señala esta ley.

La propuesta para ocupar los cargos de Secretario General de Acuerdos y de los Actuarios de la Sala Superior la hará su Presidente.  La propuesta de los Secretarios de Estudio y Cuenta la harán los Magistrados a los que hayan de estar adscritos. El personal auxiliar de base y/o de confianza será designado por el Presidente de la Sala Superior.

VII. Proponer al Consejo de la Judicatura, por conducto de su Presidente, la adscripción de los Magistrados de las Salas Distritales.

VIII. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas.

IX. Proponer al Consejo de la Judicatura el personal judicial que se haga acreedor a recibir estímulos y recompensas.

X. Conceder licencias económicas al personal de su adscripción, con goce de sueldo o sin él, de más de cinco y hasta por quince días. Toda solicitud de licencia requiere causa justificada y las de los Secretarios de Estudio y Cuenta además, autorización del Magistrado al cual estén adscritos.

XI. Proponer al Consejo de la Judicatura, el proyecto del Reglamento Interior del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y demás acuerdos generales para regular su organización y funcionamiento interno.

XII. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones legales aplicables.

ARTÍCULO 25-J. Corresponde al Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo:

I.
Representar legalmente al Tribunal y a la Sala Superior ante toda clase de autoridades federales, estatales y municipales, para el cumplimiento de sus funciones, con todas las facultades, aún las que requieran cláusula especial.

II.
Distribuir por turnos, los asuntos de la competencia de la Sala Superior entre los Magistrados que la integran, para que los instruyan hasta ponerlos en estado de resolución con el proyecto respectivo.

Los proveídos y acuerdos de los Magistrados instructores, podrán ser reclamados ante la Sala Superior, dentro del término de veinticuatro horas siguientes contadas a partir de que surta efectos la notificación de la resolución de que se trate, siempre que la reclamación se presente por alguna de las partes con motivo fundado. Dicha reclamación se resolverá de plano. 

III.
Presidir las sesiones, dirigir la discusión de los negocios sometidos al conocimiento de la Sala Superior, ponerlos a votación cuando declare cerrado el debate y conservar el orden durante las audiencias.

IV.
Dar a la Secretaría General de Acuerdos, los puntos que comprendan a las disposiciones resolutivas votadas y aprobadas.

V.
Llevar la correspondencia del Tribunal y de la Sala Superior autorizándola con su firma.

VI.
Aprobar las cuentas de los gastos de oficina, dando razón pormenorizada de ello cada mes al Consejo de la Judicatura del Estado.

VII.
Vigilar que los Secretarios, Actuarios y demás personal adscrito al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, cumplan con sus deberes y dar cuenta a la Sala Superior de los casos de inobservancia.

VIII.
Conceder permisos económicos, con goce de sueldo o sin él, al personal de la Sala Superior hasta por cinco días. Los permisos a los Secretarios de Estudio y Cuenta, requerirán autorización del Magistrado al cual se encuentren adscritos.

IX.
Rendir por escrito al Consejo de la Judicatura del Estado, un informe anual de las labores desarrolladas por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

X.
Llevar el turno de los Magistrados supernumerarios del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, haciendo las designaciones correspondientes para suplir las faltas temporales o definitivas de los Magistrados numerarios, según lo acuerde la Sala Superior.

XI.
Autorizar con su firma, en unión a la del Secretario General de Acuerdos, los proveídos que emita y las actas de las sesiones de la Sala Superior.

XII.
Expedir oportunamente los nombramientos que acuerde la Sala Superior.

XIII.
Seleccionar y enviar mensualmente al Presidente del Tribunal Superior de Justicia, los criterios jurisprudenciales o aislados que apruebe el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, en los términos que establece esta ley, para su publicación en el Boletín de Información Judicial.

XIV.
Formar parte del Consejo de la Judicatura del Estado con voz y voto, únicamente para los asuntos relacionados con el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

XV.
Las demás que le encomienden esta ley u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 25-K. La Sala Superior del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo funcionará conforme a las bases siguientes:

I.
De entre los tres Magistrados numerarios que lo integran, elegirán por voto secreto al Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, quien también lo será de la Sala Superior y durará en el cargo tres años, pudiendo ser reelecto por igual período.

II.
Las sesiones en donde tenga verificativo la resolución de un asunto de su competencia, se sujetarán a las bases siguientes:

1. Serán públicas, excepto cuando sus integrantes determinen que deban ser secretas por que estimen que se afecta la moral o el orden público.

2. Abierta la sesión pública por el Presidente, el Secretario General de Acuerdos verificará el quórum legal.
3. Enseguida, el Magistrado ponente hará una síntesis del asunto a tratar y explicará las consideraciones que fundamentan el proyecto de resolución.

4. A continuación, los Magistrados procederán analizar y, en su caso, discutir el proyecto presentado por el Magistrado ponente. En su caso, se dará lectura a determinadas constancias cuando así lo requiera alguno de los Magistrados.

5. Cuando el Presidente de la Sala Superior estime suficientemente discutido el proyecto, lo someterá a votación. El Secretario General de Acuerdos certificará la votación.

6. El Magistrado que disienta de la mayoría podrá formular observaciones o un voto particular, que se agregará a la resolución sí así lo solicita y lo presenta por escrito dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 

7. Si el proyecto del Magistrado ponente no fuere aprobado, se designará uno de los de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con los hechos probados y los fundamentos legales que se hayan tomado en consideración en la discusión, debiendo quedar firmado el engrose dentro de los cinco días siguientes.

8. Los asuntos se fallarán en el orden en que se enlisten.  Si no pudieren ser despachados en la audiencia todos los asuntos listados los restantes, figuraran en la lista siguiente en primer término, sin perjuicio de que la Sala Superior, en su caso, acuerde que se altere el orden de la lista, que se retire algún asunto, o que se aplace la vista del mismo, cuando exista causa justificada.  El aplazamiento no podrá exceder de diez días.

9. El Secretario General de Acuerdos levantará el acta de cada sesión que contendrá una síntesis de los asuntos aprobados.

10. Al día siguiente de la sesión, el Secretario General de Acuerdos publicará en los estrados la lista de los asuntos resueltos.

III.
Las sesiones ordinarias tendrán verificativo por lo menos un día hábil de cada semana, sin perjuicio de las sesiones extraordinarias que al efecto convoque el Presidente. Para la celebración de las sesiones se requerirá la presencia de los tres Magistrados; en consecuencia, si algún Magistrado numerario se encuentra ausente, deberá llamarse de inmediato al supernumerario que corresponda para que lo supla en la sesión.

IV.
Las resoluciones serán tomadas por unanimidad o mayoría de votos de los Magistrados, quienes no podrán abstenerse de votar sino por impedimento, excusa o recusación conforme a la ley de la materia, que previamente calificará la propia Sala Superior. En este caso, el Presidente llamará al Magistrado supernumerario que corresponda, para que supla la ausencia temporal del Magistrado numerario de que se trate.

Cada Magistrado será ponente de los asuntos que le sean turnados.

V.
Las resoluciones definitivas llevarán la firma de los Magistrados presentes en la sesión y del Secretario General de Acuerdos de la Sala Superior. Los acuerdos de trámite y sustanciación llevarán sólo la firma del Magistrado instructor y la del Secretario General de Acuerdos.

VI.
Los votos particulares y las observaciones por escrito deberán ser firmadas por el Magistrado que los formule y, en su caso, formarán parte de la resolución que corresponda.

ARTÍCULO 25-L. El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo funcionará con las Salas Distritales de Saltillo y de Torreón, así como las que considere necesarias el Consejo de la Judicatura, de acuerdo con los requerimientos del servicio y la disponibilidad del presupuesto de egresos correspondiente.  El acuerdo que determine el establecimiento de las Salas Distritales fijará su competencia territorial y deberá publicarse en el Boletín Judicial, así como en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO 25-M. Son atribuciones de los Magistrados de las Salas Distritales:

I.
Dictar las resoluciones de los asuntos de su competencia.

II.
Despachar la correspondencia de la Sala de su adscripción.

III.
Hacer uso de los medios de apremio y aplicar las medidas disciplinarias que se establezcan en la ley de la materia, para que se cumplan sus determinaciones y para mantener el buen orden en el desarrollo de las audiencias o diligencias, exigiendo el respeto y consideración debidos.

IV.
Rendir anualmente un informe al Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo respecto de las labores de las Salas y de las principales resoluciones dictadas por ellas.

V.
Imponer las correcciones disciplinarias al personal adscrito a la misma, en los términos de las disposiciones aplicables.

VI.
Conceder licencias económicas por causa justificada, con goce de sueldo o sin él, hasta por quince días al personal que dependa de la Sala.

VII.
Las demás que le señale la Sala Superior y otros ordenamientos aplicables.

ARTÍCULO 25-N. Todas las disposiciones previstas en esta ley en materia de jurisdicción disciplinaria, responsabilidades administrativas y carrera judicial, serán aplicables al personal del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, bajo las modalidades siguientes:

I.
La carrera judicial contencioso administrativa se desarrollará en los términos que establezca el Consejo de la Judicatura, conforme a las disposiciones aplicables.

II.
Las quejas administrativas en contra de los Magistrados de la Sala Superior y de las Salas Distritales del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, las conocerá y resolverá el Consejo de la Judicatura en los términos que establece esta ley.

III.
Las quejas administrativas en contra del Secretario General de Acuerdos, de los Secretarios de Estudio y Cuenta y de los Actuarios de la Sala Superior, las conocerá y resolverá la propia Sala Superior, en los términos que establece esta ley.

IV.
Las quejas administrativas en contra del demás personal del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, las conocerá y resolverá su Presidente, en los términos que establece esta ley.

ARTÍCULO 25-O. Además de lo dispuesto en este capítulo, son aplicables al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, a sus Magistrados y demás servidores públicos adscritos a él, las disposiciones que establece esta ley en todo lo que resulte conducente. 

CAPITULO IV QUARTER

DEL TRIBUNAL DE APELACIÓN ESPECIALIZADO 
EN MATERIA DE ADOLESCENTES

ARTÍCULO 25-P. El Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía, independencia y plena jurisdicción, en los términos que establece esta ley y demás disposiciones aplicables.

El Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes estará integrado por un Magistrado numerario y un Magistrado supernumerario y tendrá su residencia en la capital del Estado.  Contará con un Secretario General de Acuerdos y los Secretarios, Actuarios y demás personal necesario para el cumplimiento de sus funciones, de acuerdo con el presupuesto de egresos correspondiente.

El Magistrado numerario y el Magistrado supernumerario serán designados por el Consejo de la Judicatura del Estado, los que deberán reunir los requisitos que para ser Magistrados Unitarios de Distrito establece esta ley, además de contar con conocimientos en la materia penal y en la prevención y tratamiento de la conducta de los adolescentes.

ARTÍCULO 25-Q. Corresponde al Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, en lo general:

I.
Conocer y resolver de los asuntos de su competencia en los términos previstos por la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado y demás leyes aplicables.

II.
Dictar, en la esfera de su competencia, las providencias necesarias para que la administración de la justicia en materia de adolescentes sea eficaz, pronta y expedita.

III.
Calificar los impedimentos, las recusaciones y las excusas de los Jueces de Primera Instancia en materia de Adolescentes, en los asuntos de su respectiva competencia y, en su caso, designar a los Jueces que deban sustituirlos.

IV.
De los conflictos de competencia que se susciten entre los Jueces de   Primera Instancia en materia de Adolescentes.

V.
Resolver de manera definitiva e inatacable los recursos que se presenten en contra de las resoluciones que dicten los Jueces de Primera Instancia en materia de Adolescentes, en los términos que para el efecto determine la ley de la materia.

VI.
Compilar los criterios que emanen de las resoluciones que dicte en asuntos de su conocimiento. Cuando en tres resoluciones ininterrumpidas por otra en contrario se sostenga el mismo criterio constituirán jurisprudencia obligatoria para los Jueces de Primera Instancia en materia de Adolescentes.

VII.
Nombrar y remover al personal del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, en los términos que señala esta ley.

VIII.
Proponer al Consejo de la Judicatura el personal judicial que se haga acreedor a recibir estímulos y recompensas.

IX.
Conceder licencias económicas al personal de su adscripción, con goce de sueldo o sin él, de más de cinco y hasta por quince días. Toda solicitud de licencia requiere causa justificada.

X.
Proponer al Consejo de la Judicatura el proyecto del Reglamento Interior del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y demás acuerdos generales para regular su organización y funcionamiento interno.

XI.
Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones legales aplicables.

ARTÍCULO 25-R. Corresponde al Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes:

I.
Representar legalmente al Tribunal ante toda clase de autoridades federales, estatales y municipales, para el cumplimiento de sus funciones, con todas las facultades, aún las que requieran cláusula especial.

II.
Instruir los asuntos de su competencia hasta ponerlos en estado de resolución.

III.
Dar a la Secretaría General de Acuerdos, los puntos que comprendan a las resoluciones definitivas dictadas, para los efectos correspondientes.

IV.
Llevar la correspondencia del Tribunal autorizándola con su firma.

V.
Aprobar las cuentas de los gastos de oficina, dando razón pormenorizada de ello cada mes al Consejo de la Judicatura del Estado.

VI.
Vigilar que los Secretarios, Actuarios y demás personal adscrito al Tribunal, cumplan con sus deberes.

VII.
Conceder permisos económicos, con goce de sueldo o sin él, al personal del Tribunal.

VIII.
Rendir por escrito al Consejo de la Judicatura del Estado, un informe anual de las labores desarrolladas por el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes.

IX.
Autorizar con su firma, en unión a la del Secretario General de Acuerdos, los proveídos que emita. 

X.
Enviar mensualmente al Presidente del Tribunal Superior de Justicia, las tesis en materia de adolescentes que serán aplicables en el Estado, para su publicación en el Boletín de Información Judicial.

XI.
Formar parte del Consejo de la Judicatura del Estado con voz y voto, únicamente para los asuntos relacionados con el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes.

XII.
Las demás que le encomienden esta ley u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 25-S. Todas las disposiciones previstas en esta ley en materia de jurisdicción disciplinaria, responsabilidades administrativas y carrera judicial, serán aplicables al personal del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, bajo las modalidades siguientes:

I.
La carrera judicial en materia de adolescentes se desarrollará en los términos que establezca el Consejo de la Judicatura, conforme a las disposiciones aplicables.

II.
Las quejas administrativas en contra del Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, las conocerá y resolverá el Consejo de la Judicatura en los términos que establece esta ley.

III.
Las quejas administrativas en contra del Secretario General de Acuerdos, de los Secretario, de los Actuarios y demás personal del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, las conocerá y resolverá el Magistrado del propio Tribunal, en los términos que establece esta ley.

ARTÍCULO 25-T. Además de lo dispuesto en este capítulo, son aplicables al Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y demás servidores públicos adscritos a él, las disposiciones que establece esta ley en todo lo que resulte conducente. 
ARTÍCULO 37.  Los Jueces de Primera Instancia en materia de Adolescentes conocerán:

I.
De las conductas tipificadas como delitos por las leyes penales que se atribuya a personas mayores de doce y menores de dieciocho años de edad, conforme a la ley que regule la materia de justicia para adolescentes.

II.
De los demás asuntos que le competan de acuerdo con las leyes.

Cada Juzgado de Primera Instancia en materia de Adolescentes, contará con un Juez Supernumerario designado por el Consejo de la Judicatura, que conocerá de los asuntos de esta materia en caso de procedencia de los recursos de inconformidad previstos en la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila; además de los casos de excusas y recusaciones de los jueces de la materia una vez calificadas por la autoridad competente.

ARTÍCULO 38. Son facultades y obligaciones de los Jueces de Primera Instancia, en la esfera de su competencia:

I.
Practicar visitas a los Centros de Readaptación Social y de Internación, cuando menos cada mes, para los efectos de la parte final del artículo 19 de la Constitución General de la República e informar a los procesados sobre el estado de su causa;

II.
Remitir cada mes al Tribunal Superior de Justicia, por conducto de la Dirección de Informática, una relación de los procesos señalando su número, el nombre de las personas contra quienes se instruye, el, delito o la conducta tipificada como tal, así como el estado que guarden.

Los Jueces de Primera Instancia deberán rendir al Consejo de la Judicatura, un informe estadístico mensual de asuntos iniciados, en trámite y concluidos, en los primeros cinco días de cada mes, uno anual en la fecha que les señale el Consejo, y los demás que le sean solicitados;

III.
Practicar las diligencias que el Pleno o las Salas del Tribunal, los Tribunales Unitarios, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes o los Jueces del Estado, les soliciten en auxilio judicial, así como las que con el mismo carácter les sean solicitadas por los Tribunales de la Federación y de otras entidades de la República;

IV.
Administrar los recursos económicos que se asignen para el funcionamiento del juzgado, conforme a los lineamientos que acuerde el Consejo de la Judicatura;

V.
Supervisar y, en su caso, adoptar las medidas administrativas conducentes a fin de que los servidores públicos adscritos al juzgado a su cargo, cumplan con sus facultades y obligaciones;

VI.
Ejercer en términos de Ley, la jurisdicción disciplinaria que le corresponde respecto de su personal; 

VII.
Compilar sus criterios que emanen de las resoluciones que dicten en asuntos de su conocimiento; y

VIII.
Las demás que les confieran las leyes.

ARTÍCULO 46.- Son facultades y obligaciones de los Jueces Letrados, en la esfera de su competencia, las establecidas en el artículo 38 fracciones III, V, VI, VII y VIII de esta ley.

ARTÍCULO 56. …………………………….. .
El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros, uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien lo presidirá con voz y voto de calidad; uno designado por el Ejecutivo del Estado; uno designado por el Congreso del Estado; un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, un Magistrado de Tribunal Unitario y un Juez de Primera Instancia, que serán seleccionados en cada periodo, entre los de mayor antigüedad en el ejercicio de los respectivos cargos, en la última sesión que se celebre con los consejeros que concluyan en sus funciones. El Presidente del Tribunal Electoral, el Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes formarán parte del Consejo, cuando se traten asuntos relativos al Tribunal que presiden. 

……………………………………………… .

……………………………………………… .

……………………………………………… .

……………………………………………… .

……………………………………………… .

ARTÍCULO 57. ………………………… .

I.
Nombrar y remover en los términos que señale la ley, a los Magistrados Unitarios de Distrito, al Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, Jueces de Primera Instancia, Jueces Letrados y demás personal del Poder Judicial que no dependa del Pleno, de las Salas, de la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

II.
………………………………………..
III.
A propuesta del Presidente del Tribunal, señalar o cambiar la adscripción de los titulares y demás servidores públicos de los órganos jurisdiccionales, con excepción de los de las Salas, los del Tribunal Electoral, los del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes; variar la materia y circunscripción territorial de éstos y cambiar el lugar de su residencia; así como establecer los criterios generales que sean necesarios para la adecuada distribución de los asuntos en los lugares donde existan varios Juzgados de Primera Instancia o Juzgados Letrados. 

IV.
………………………………….. .
En todo caso el proyecto de presupuesto de egresos, deberá contener las partidas suficientes para el funcionamiento del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes como órganos jurisdiccionales especializados; así como para cuando el primero de ellos funcione como órgano jurisdiccional auxiliar de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, en los términos que lo acuerde el Pleno del Tribunal Superior de Justicia conforme a las disposiciones aplicables. 

V.
Ordenar, por conducto del Presidente del Consejo, que la Visitaduría Judicial realice las auditorias especiales, o las visitas de inspección ordinarias o extraordinarias al Tribunal Electoral, al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, al Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, a los Tribunales Unitarios de Distrito, a los Juzgados de Primera Instancia y a los Jueces Letrados, con objeto de proveer una mejor administración de justicia.  En aquellos casos que a juicio del Presidente del Consejo sean urgentes, éste podrá ordenar las visitas extraordinarias que estime necesarias, por medio de la Visitaduría, debiendo informar de ello al Consejo de la Judicatura en la sesión más próxima.  En el caso de los Juzgados Letrados, la práctica de visitas también podrá encomendarse a los Magistrados Unitarios de Distrito o a los Jueces de Primera Instancia. 
VI a XV. ………………………………………...

……………………………………………………… .

……………………………………………………… .

……………………………………………………… .

……………………………………………………… .

ARTÍCULO 58. Cuando deban designarse Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Consejo propondrá al Gobernador del Estado, las respectivas listas de candidatos, en los términos de lo dispuesto por el artículo 146 de la Constitución Política del Estado. 

………………………………………………………. .

ARTÍCULO 62. ……………………………… .

I a VI. ..............................................................

VII.
Todos los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito, el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, los Jueces, los Secretarios y Actuarios serán numerados en los escalafones correspondientes a sus especialidades, civil, familiar, penal y de adolescentes.

VIII a XII. ………………………………………... 

XIII.
Para los efectos de la carrera judicial electoral, contenciosa-administrativa y de adolescentes se tomarán las bases establecidas en este artículo y lo que disponga en particular el Consejo de la Judicatura.

XIV.
Los servidores públicos del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, podrán participar en las promociones escalafonarias de los demás órganos jurisdiccionales, pero deberán demostrar conocimientos en la materia para la que deseen concursar. 

XV.
Los servidores públicos del Poder Judicial que deseen integrarse a la carrera judicial electoral, contenciosa-administrativa y/o de adolescentes, podrán hacerlo en la categoría equivalente o en una superior, siempre que demuestren conocimientos suficientes en las materias electoral, contenciosa administrativa y/o de adolescentes, en los respectivos concursos y en los términos que acuerde el Consejo de la Judicatura.

XVI.
……………………………..

ARTÍCULO 63. Las vacantes o nuevas plazas que se registren en los cargos de Magistrados de Tribunales Unitarios, Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, Jueces de Primera Instancia, Jueces Letrados, así como Secretarios, cualquiera que sea su categoría, y demás servidores públicos de la Administración de Justicia, serán cubiertas de acuerdo con el turno correspondiente y, en su caso, por escalafón, teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

I. a IV. ..............................................

.........................................................

.........................................................

ARTÍCULO 64. ……………………… .

a) a b). ……………………………….. . 

c) Actuario del Tribunal Unitario de Distrito o del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes;

d) Actuario de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo;   

e) a f). …………………………………. .

g) Secretario de Acuerdo y Trámite, y de Estudio y Cuenta del Tribunal Unitario de Distrito o Secretario General de Acuerdos del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes;

h) Secretario de Estudio y Cuenta de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; 

i) Secretario de Acuerdo y Trámite de las Salas del Tribunal de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo;

j)  ……………………………………………... .

k) Secretario General de Acuerdos del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo;

l)  a  m). ………………………………. .

n) Magistrado de Tribunal Unitario de Distrito y Magistrado de Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes.

……………………………………………. .

………………………….…………………. .

ARTÍCULO 73. Inmediatamente que ocurra una vacante, el titular del órgano jurisdiccional, con excepción del Presidente del Tribunal Superior de Justicia, los de las Salas, los del Tribunal Electoral y los del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo dará aviso a la Presidencia del Consejo de la Judicatura, para que se haga la designación correspondiente de entre los aspirantes que figuren en la lista de reserva. 

Los titulares de las Salas, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo harán las designaciones correspondientes respetando en todo caso el orden que corresponda en las listas de reserva, en los términos que establece esta ley. 

ARTÍCULO 75. Los titulares de las Salas, los del Tribunal Electoral y los del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo comunicarán a la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia la designación que hagan, a más tardar dentro del tercer día. 

ARTÍCULO 80. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, se requiere:

I.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en el pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.
Tener cuando menos 35 años cumplidos el día de la designación;

III.
Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de Licenciado en Derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello;

IV.
Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena; y

V.
Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación;

VI.
No haber  ocupado el cargo de Secretario del Ramo, o su equivalente, en la Administración Pública Estatal, Procurador General de Justicia en el Estado, Diputado Local, o alguno de los cargos mencionados en la fracción VI del artículo 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, durante el año previo al día de su nombramiento.

Los nombramientos de los Magistrados deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.  

ARTÍCULO 80 BIS.  SE DEROGA.

ARTÍCULO 81. Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, serán hechos por el Gobernador del Estado de la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, el que la otorgará o negará, dentro del improrrogable término de cinco días.

…………………………………….. .

…………………………………….. .

…………………………………….. .

ARTÍCULO 82. Para ser designado Magistrado de Tribunal Unitario de Distrito o Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, se requieren los mismos requisitos que para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Estado, más el haber sustentado y aprobado el examen de mérito.

ARTÍCULO 83. ………………………………..

I a V. …………………………………

Los Jueces de Primera Instancia en materia de Adolescentes deberán de contar, además, con conocimientos en la materia penal y en la prevención y tratamiento de la conducta de los adolescentes.

ARTÍCULO 90.  Los actuarios del Tribunal Superior, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, de los Tribunales Unitarios y de los Juzgados de Primera Instancia deberán satisfacer los siguientes requisitos:

I a IV. ……………………………….

ARTÍCULO 92. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de Ley ante el Congreso del Estado, y en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

…………………………………….. .

…………………………………….. .

ARTÍCULO 95. El Magistrado del Tribunal de Apelación  Especializado en materia de Adolescentes, los Magistrados Unitarios de Distrito, Los Jueces de Primera Instancia y los Jueces Letrados, durarán seis años en el ejercicio de su encargo y durante este periodo no podrán ser removidos sin previo juicio político o disciplinario, en los términos previstos por la Constitución Política del Estado, la Ley de la Materia y este ordenamiento.

……………………………………….

ARTÍCULO 100. No podrán formar parte de la plantilla de personal de la Presidencia, de una misma Sala, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, de un Tribunal Unitario o de un Juzgado, dos o más personas que sean cónyuges o parientes entre sí, en los mismos grados a que alude el artículo anterior.

ARTÍCULO 112.- Son deberes de magistrados y jueces:

I a V.- …………………….

VI.- Ejercer la supervisión y control sobre todos los servidores de su adscripción, e instruir, en su caso, los procedimientos de responsabilidad administrativa, imponiendo las sanciones disciplinarias conducentes.

ARTÍCULO 113. ...................................

Serán presididas por el Presidente del Tribunal, el Magistrado instructor en los asuntos del Pleno, el Presidente de la Sala, el Magistrado instructor del Tribunal Electoral, el Magistrado instructor del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Magistrado del Tribunal Unitario de Distrito o el Juez; pero éstos bajo su vigilancia, podrán delegar su dirección a un Secretario.
Las audiencias del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes se llevarán a cabo conforme lo determina el ordenamiento que regula la justicia para adolescentes.

ARTÍCULO 116. …………………………

I a V. ………………………………….

Estos mismos libros serán llevados, en su caso, por los Juzgados de Primera Instancia en materia de Adolescentes 

ARTÍCULO 120. La Visitaduría Judicial General es el órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura competente para inspeccionar el funcionamiento del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes de los Tribunales Unitarios de Distrito, de los Juzgados de Primera Instancia y Letrados, así como para supervisar las conductas de los integrantes de estos órganos.

………………………………………. .

ARTÍCULO 122 A. ………………………

I a VII.- …………………………………..

………………………………………….

El acta original levantada por el visitador se entregará al Presidente del Consejo de la Judicatura; una copia al Presidente del Tribunal Superior, otra al titular del órgano visitado, y una más que conservará en su poder el Visitador.  Si del contenido del acta levantada se advierte una responsabilidad oficial, el Consejo de la Judicatura procederá conforme a los ordenamientos legales aplicables.

ARTÍCULO 125. Las evaluaciones de los miembros del Poder Judicial serán concentradas en la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia, y una vez analizadas por el órgano competente para los efectos a que tenga lugar, se anotarán en la hoja de servicios de cada servidor público de la Administración de Justicia.

………………………………………………..

ARTÍCULO 126. ……………………………….. .

…………………………………………………….. . 

…………………………………………………….. . 

…………………………………………………….. . 

Los impedimentos, excusas o recusaciones de los Magistrados del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo o del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes serán suplidos en los términos previstos en las leyes que regulan su funcionamiento. 

ARTÍCULO 132. ............................................ .

I.
Todos los expedientes del orden civil, de lo familiar, penal y de adolescentes  totalmente concluidos, tanto por el Tribunal Superior de Justicia como por los Tribunales Unitarios de Distrito, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, Juzgados de Primera Instancia y demás órganos jurisdiccionales.

II a IV. ............................................. .

ARTÍCULO 133. Habrá en el Archivo cinco departamentos: uno de ellos corresponderá al ramo civil, otro al familiar, otro a adolescentes, otro al penal y otro al administrativo.

ARTÍCULO 142. …………………………. .
El Instituto tendrá un Consejo Académico, integrado por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá, un Magistrado de cada Sala del Tribunal, un Magistrado del Tribunal Electoral, un Magistrado del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, el Magistrado del Tribunal Unitario del Primer Distrito, un Juez de Primera Instancia de cada materia de la Capital del Estado y un Juez Letrado del Distrito Judicial de Saltillo.

……………………………………………… .

ARTÍCULO 154. El Consejo Editorial del Boletín se integrará con el Presidente del Tribunal, quien fungirá como Director, los Magistrados de las Salas, un Magistrado del Tribunal Electoral, un Magistrado del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, el Magistrado del Tribunal Unitario del Primer Distrito, un Juez de Primera Instancia en cada materia, un Secretario de Redacción y un administrador, que será el Oficial Mayor del Poder Judicial.

…………………………………………… .

ARTÍCULO 166. Las faltas absolutas de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, serán suplidas por el Magistrado supernumerario que corresponda, en cada caso, para concluir el período constitucional respectivo, en los términos que establece la Constitución Política del Estado y demás disposiciones aplicables.

Las faltas temporales de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, serán suplidas por los Magistrados supernumerarios en el orden respectivo y de acuerdo con el turno que lleve el Presidente del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, según corresponda. 

Las faltas absolutas y temporales del Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes serán suplidas conforme al ordenamiento que regula la justicia para adolescentes.

ARTÍCULO 167. ……………………………

Los Jueces de Primera Instancia en materia de Adolescentes serán suplidos en sus ausencias temporales, que no excedan de un mes, en la forma que para el efecto determine el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes.

ARTÍCULO 170. ………………………………

Los Secretarios, Actuarios y demás personal del Juzgado de Primera Instancia en materia de Adolescentes serán suplidos en sus ausencias temporales, que no excedan de un mes, en la forma que determine el titular del propio juzgado. 

ARTÍCULO 172. Para los efectos de las responsabilidades a que se refiere este título se reputarán como servidores públicos de la administración de justicia: a los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; a los Magistrados del Tribunal Electoral; a los Magistrados del Tribunal de los Contencioso-Administrativo; al Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado  en materia de Adolescentes, a los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito; a los Jueces de primera instancia; a los Jueces locales letrados; y en general a toda persona que desempeña un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza dentro del Poder Judicial.

ARTÍCULO  174.-  Cuando los titulares de los órganos jurisdiccionales, con motivo de sus funciones, adviertan que algún servidor de la administración de justicia incurrió en alguna de las responsabilidades previstas en el artículo anterior, deberán hacerlo del conocimiento del Consejo de la Judicatura para que proceda conforme a los ordenamientos legales aplicables.

Todo ciudadano o persona moral por conducto de sus órganos de representación, bajo su responsabilidad, podrá formular denuncia por escrito ante quien corresponda, respecto de las conductas a que se refiere el artículo anterior, anunciando las pruebas en las que sustente dicha denuncia.

ARTÍCULO 175. Son sujetos de juicio político: los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los Magistrados del Tribunal Electoral; los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito; y los Jueces de Primera Instancia.

ARTÍCULO 178. Para proceder penalmente contra los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar, mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha lugar o no a proceder contra el inculpado.

ARTÍCULO 184.- Son faltas administrativas de los magistrados y jueces:

I.
Hacer constar falsamente en una diligencia judicial hechos no acaecidos o dejar de mencionar los ocurridos, cuando en ambos casos se actúe de manera dolosa;

II.
Asesorar a las partes en asuntos de su conocimiento o del conocimiento de otras autoridades judiciales; 

III.
No fundar ni motivar sus resoluciones habitualmente;

IV.
Dictar resoluciones o efectuar trámites notoriamente innecesarios que tengan como consecuencia la dilación del procedimiento;

V.
Actuar en negocios en que estuvieren impedidos, conociendo la causa del impedimento;

VI.
Impedir, por cualquier medio ilegal, que las partes hagan uso de los recursos establecidos en la ley;

VII.
Hacer en sus resoluciones calificaciones ofensivas o calumniosas, en perjuicio de las personas que intervienen en el proceso;

VIII.
Dictar, sin causa justificada, las resoluciones que procedan en los negocios de su conocimiento, fuera  de los términos señalados por la Ley, u omitir su pronunciamiento;

IX.
No rechazar de plano incidentes, promociones o recursos manifiestamente improcedentes;

X.
Hacer declaración de rebeldía en perjuicio de alguna de las partes, sin cerciorarse de su legal emplazamiento, o antes de que expire el término establecido por la ley;

XI.
No admitir o recibir, injustificadamente, las pruebas a las partes, o admitir las notoriamente inconducentes o impertinentes; 

XII.
Fijar fianzas y contrafianzas notoriamente excesivas o insuficientes, en los casos que prescriban las leyes, así como admitir las de personas que no acrediten su solvencia; y

XIII.
Dejar de asistir, sin justa causa, a los actos o diligencias que requieran su presencia.

Las faltas a que se refiere este artículo serán sancionadas conforme a las disposiciones previstas en los artículos 196 y 198 de esta ley.

ARTÍCULO 185.- Son faltas administrativas de los secretarios:

I.
Actuar con negligencia en la custodia de los expedientes y documentos de su dependencia; propiciando su deterioro, destrucción, ocultamiento, sustracción o pérdida;

II.
Actuar en los negocios en que estuvieren impedidos, conociendo el impedimento;

III.
Omitir entregar oportunamente a los Actuarios los expedientes que requieran notificación personal, o estén pendientes de diligenciación, cuando deba actuarse fuera del Juzgado;

IV.
Omitir dar cuenta, dentro de los términos legales, con los documentos oficiales, así como con las promociones de las partes;

V.
Dejar de asentar en autos dentro del término legal, las certificaciones y constancias que procedan por disposición de la Ley o por mandato judicial;

VI.
Omitir formular el proyecto de resolución que se les hubiere encomendado, en el término fijado para ello;

VII.
Facilitar expedientes a quienes no cuenten con la debida autorización u omitir mostrarlos a las partes, sin motivo justificado; y 

Las faltas a que se refiere este artículo serán sancionadas conforme a las disposiciones previstas en los artículos 196 y 198 de esta ley.

ARTÍCULO 186.- Son faltas de los actuarios:

I.
Redactar indebida o maliciosamente las notificaciones, emplazamientos, embargos o diligencias de cualquier género que deban realizar;

II.
Practicar embargos, aseguramientos, retención de bienes o lanzamientos, de personas o corporaciones, que no estén mencionadas concretamente en la resolución que se cumplimenta, o cuando en el acto de la diligencia, se le haga ver que esos bienes son ajenos, en cuyo caso deberá agregar a los autos la documentación que se le presente y dar cuenta al juez;

III.
Omitir realizar, con la debida oportunidad y sin causa justificada, las notificaciones personales que procedan, o dejar de llevar a cabo las diligencias que se les encomienden, cuando deban efectuarse fuera del juzgado o tribunal;

IV.
Practicar notificaciones, citaciones o emplazamientos a las partes, por cédula o instructivo, fuera del lugar designado en autos, o sin cerciorarse, cuando proceda, de que el interesado tiene su domicilio en el lugar donde se lleva a cabo la diligencia;

V.
Recibir gratificaciones por el desempeño de su función, que no sea lo estrictamente necesario para su traslado al lugar en que deba efectuarse la diligencia; y

VI.
Omitir levantar el acta relativa a la diligencia que practique, en el lugar y momento en que ésta se efectúe.

Las faltas a que se refiere este artículo serán sancionadas conforme a las disposiciones previstas en los artículos 196 y 198 de esta ley.

ARTÍCULO 187.- Son faltas administrativas de los servidores públicos de base:

I.
Dejar de observar el debido respeto y subordinación legítima hacia sus superiores jerárquicos inmediatos o mediatos;

II.
Incumplir con las disposiciones que sus superiores jerárquicos dicten en el ejercicio de sus atribuciones;

III.
Actuar con negligencia en el cumplimiento de las instrucciones, requerimientos o trabajos que les sean encomendados;

IV.
Recibir gratificaciones por copias de actuaciones que excedan del valor que, por hoja, haya fijado la Oficialía Mayor del Tribunal; y

V.
Realizar trabajos ajenos a su función en el horario de labores.

Las faltas a que se refiere este artículo serán sancionadas conforme a las disposiciones previstas en los artículos 196 y 198 de esta ley.

ARTÍCULO 188.- Constituyen faltas administrativas comunes a todos los servidores públicos de la administración de Justicia, además de las previstas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, en lo relativo, las siguientes: 

I.
Realizar conductas contra la independencia e imparcialidad de la función judicial, tales como aceptar o ejercer consignas, presiones, encargos o comisiones, o cualquier acción que genere o implique subordinación respecto de alguna persona, del mismo u otro poder;

II.
Solicitar o recibir dádivas, préstamos, regalos y obtener toda clase de percepciones provenientes, directa o indirectamente, de alguna de las partes o de sus representantes o intermediarios, en negocios sometidos a su conocimiento, o en los que haya de intervenir;

III.
Obtener o tratar de obtener por el desempeño de su función, beneficios adicionales a las prestaciones que le sean cubiertas con cargo al erario público;

IV.
Ejercer funciones de un empleo, cargo o comisión cuando goce de licencia, haya sido suspendido o hubiere concluido el período para el cual se le designó, o se le haya separado por alguna otra causa del ejercicio de sus funciones;

V.
Embriagarse habitualmente; hacer uso indebido de estupefacientes o psicotrópicos; practicar juegos prohibidos; incurrir en acoso sexual; o realizar cualquier otro comportamiento inmoral con motivo del ejercicio de sus funciones;

VI.
Expedir nombramiento en favor de quien haya sido destituido o se encuentre inhabilitado por resolución firme de autoridad competente;

VII.
Desempeñar algún otro empleo, cargo o comisión oficial o particular, que la ley prohíba;

VIII.
Desempeñar en forma  negligente o deficiente los trabajos propios de sus funciones o los relacionados con éstas, que le sean encomendados; 

IX.
Influir, directa o indirectamente, en el nombramiento, promociones, suspensión, remoción, cese o sanción de cualquier servidor público de la administración de justicia, ya sea por interés personal, familiar o de negocios, o porque con ello pretenda derivar alguna ventaja o beneficio para sí o para un tercero;

X.
Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento;

XI.
Proporcionar información telefónica, por escrito, o por cualquier otro medio a los interesados sobre el estado de los autos;

XII.
Abstenerse de cumplir las comisiones que legalmente se les confieran o retardar injustificadamente su ejecución;

XIII.
Dejar de asistir sin motivo justificado al despacho de su oficina o limitar indebidamente las horas de trabajo, así como dejar de desempeñar las funciones o las labores que tenga a su cargo;

XIV.
Autorizar a un subordinado a no asistir a sus labores sin causa justificada, así como otorgarle indebidamente permisos, licencias o comisiones con goce parcial o total de sueldo;

XV.
Dejar de observar la debida consideración que se deben entre sí los servidores públicos de la administración de justicia, independientemente de su jerarquía;

XVI.
Realizar actos ajenos a sus funciones u omitir los que le son propios con motivo de ellas, en el desempeño de su empleo, cargo o comisión;

XVII.
No atender con la debida corrección a los litigantes y al público en general; y

XVIII. Todo incumplimiento de los deberes y funciones propios del cargo, previstos en éste y otros ordenamientos legales. 

Las faltas a que se refiere este artículo serán sancionadas conforme a las disposiciones previstas en los artículos 196 y 198 de esta ley.

ARTICULO 196.- Las faltas administrativas serán muy graves, graves y no graves.

Para calificar la falta e imponer la sanción correspondiente, la autoridad disciplinaria atenderá a lo previsto por el artículo 198 de esta ley, y analizará los siguientes indicadores:

I.
La modalidad de la falta en que se haya incurrido;

II.
El grado de participación;

III.
Los motivos determinantes y los medios de ejecución;

IV.
La antigüedad en el servicio;

V.
La reincidencia; 

VI.
El monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivados de la falta; y

VII.
El grado de afectación a la administración de justicia. 

ARTÍCULO 198. Para la aplicación de las sanciones por faltas administrativas, además de lo previsto en los artículos precedentes, se observarán las reglas siguientes:

I.
Las faltas muy graves darán lugar a la destitución, independientemente de las sanciones que correspondan conforme a otros ordenamientos aplicables. Serán faltas muy graves las previstas en las fracciones I y II del artículo 184; I del artículo 185; I y II del artículo 186; y I a V del artículo 188 de esta ley, además de las que en cada caso considere la autoridad disciplinaria, conforme a los indicadores a que se refiere el artículo 196 de esta ley;

II.
Las faltas graves darán lugar a la suspensión, independientemente de las sanciones que correspondan conforme a otros ordenamientos aplicables.  Serán faltas graves las contenidas en las fracciones III a VII del artículo 184; II y III del artículo 185; III a V del artículo 186; I del artículo 187; y VI a VIII del artículo 188, además de las que en cada caso considere la autoridad disciplinaria, conforme a los indicadores a que se refiere el artículo 196 de esta ley;

III.
Las faltas no graves ameritarán apercibimiento o amonestación a criterio de la autoridad disciplinaria, conforme a los indicadores a que se refiere el artículo 196 de esta ley;

IV.
La multa podrá aplicarse como sanción autónoma, con independencia de la calificación de la falta; y en forma conjunta con otras sanciones;

V.
La reincidencia en falta no grave, dará motivo a la suspensión. La reiteración por más de dos ocasiones  en faltas no graves o la reincidencia por falta grave, dará lugar a la destitución;  y

VI.
La inhabilitación sólo será aplicable por resolución jurisdiccional, que dictará el órgano que corresponda, con arreglo a las leyes aplicables.

Cuando la destitución del empleo, cargo o comisión, afecte a un servidor público de base, se demandará la terminación de su contrato ante quien corresponda por la Oficialía Mayor del Poder Judicial del Estado, a solicitud de la autoridad que aplicó la sanción.

ARTÍCULO 199. La jurisdicción disciplinaria se ejercerá en única instancia:

I.
…………………………………………. .

II.
Por el Consejo de la Judicatura, cuando se trate de quejas en contra de los Magistrados del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, de los Tribunales Unitarios o de los Jueces;

III.
…………………………………………. .

IV.
Por los Presidentes de las Salas que corresponda, Magistrados del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, de los Unitarios de Distrito y Jueces, cuando se trate de quejas en contra de los secretarios o actuarios;

V.
…………………………………………. .

…..…………………………………………. .

…..…………………………………………. .

ARTÍCULO 204. .....................................

I. a III. ......................................................
IV.
Las pruebas o elementos de convicción suficientes con los que se estima acreditar la falta o faltas atribuidas al servidor público de que se trate, relacionándolas con los hechos que se le imputan; y en su caso acompañando los documentos que se ofrezcan con tal carácter o el escrito, con acuse de recibo, mediante el que se solicitaron a la autoridad correspondiente.

...............................................................

..............................................................

ARTÍCULO 206. .................................

I. a II. ...................................................

III.- 
Si no existe motivo de improcedencia, se dictará auto inicial del proceso disciplinario, en el que se ordenará correr traslado al probable responsable, con copia del escrito o del acta en la que conste la queja, para que dentro del término de cinco días rinda informe por escrito, acompañando las pruebas que a su derecho convenga.   

IV.- 
En el procedimiento disciplinario es admisible toda clase de pruebas, excepto la confesional por posiciones y las que fueren contra la moral o el derecho. 

V.- 
Una vez recibido el informe o transcurrido el término a que se refiere la fracción III de este artículo, la autoridad disciplinaria admitirá las pruebas que procedan y ordenará su preparación, a efecto de que las mismas se reciban en la audiencia de pruebas y alegatos, que se fijará a más tardar dentro del término de quince días, debiendo citarse con toda oportunidad a los testigos y a los peritos que designen el juzgador y los interesados.

VI a VIII. .........................................................................

En lo no previsto en este artículo, se aplicará supletoriamente y en lo pertinente lo dispuesto en el Código de Procedimientos Penales del Estado.

ARTÍCULO 234. Las listas se harán llegar oportunamente a las Salas, al Tribunal Electoral, al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, al Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, a los Tribunales Unitarios de Distrito y a los Juzgados, debiendo ser publicadas en los estrados, donde permanecerán a la vista del público, durante todo el año.

ARTÍCULO 261. La jurisprudencia local que emane de los Tribunales del Poder Judicial del Estado es una garantía jurisdiccional. El Pleno, las Salas, el Tribunal Electoral, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes  y los Tribunales Unitarios de Distrito, están facultados para formar jurisprudencia en los términos que dispone esta ley.  
…………………………………………….. .

ARTÍCULO 263 BIS. El Tribunal Electoral, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes formarán jurisprudencia cuando sustenten el mismo criterio en tres resoluciones ininterrumpidas.

ARTÍCULO 267. ………………………………….. .

El Pleno, el Consejo o las Salas por sí o por conducto de sus presidencias, enviarán copia certificada de las tesis de jurisprudencias aprobadas a todos los tribunales y Jueces del Poder Judicial.

El Tribunal Electoral, por conducto de su Presidencia, enviará copia certificada de las tesis de jurisprudencia aprobadas, al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila para su inmediata observancia obligatoria.

El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, por conducto de su Presidencia, enviará copia certificada de las tesis de jurisprudencia aprobadas a las Salas Distritales.

El Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, por conducto de su Magistrado, enviará copia certificada de las tesis aprobadas a los Jueces de Primera Instancia en materia de adolescentes.
ARTÍCULO 268. La jurisprudencia por reiteración que emane del Pleno, las Salas, el Tribunal Electoral, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes o el Consejo de la Judicatura, deberá estar debidamente glosada en tesis y aprobadas para su debida publicación.

ARTÍCULO 269. ……………………………….. . 

I.
………………………………………………….. .

II.
La denuncia versará sobre criterios sustentados por las Salas, el Tribunal Electoral o el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

III. .............................................
IV.
Cuando la denuncia de contradicción se refiera a criterios sustentados exclusivamente en materia civil, familiar, penal o electoral y en la votación para resolver sobre ellas exista empate, tendrá calidad el sentido en que hayan votado la mayoría de los Magistrados de la Sala o del Tribunal de la materia que corresponda.

ARTÍCULO 270 BIS. La jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo por contradicción de tesis se regirá de acuerdo al procedimiento que señalan las fracciones I, II y III del artículo 269 de esta ley, pero la denuncia por contradicción se presentará ante el Secretario de Acuerdos del Tribunal y versará sobre criterios sustentados por las Salas Distritales, procurando su uniformidad. 

ARTÍCULO 273. ………………………………………..

I a IV. …………………………………………………….

El Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes solo deberá observar este procedimiento, cuando los tres criterios que sustente en el mismo sentido, en forma ininterrumpida, se ocupen de la interpretación de disposiciones de las leyes penales o de la aplicación de normas que establezcan medidas disciplinarias.  Los criterios que establezca en la materia de su especialidad, distintos a los señalados, formarán jurisprudencia sin necesidad de la declaración a que se refiere este artículo.  

ARTÍCULO 274. ………………………………………… .

…………………..………………………………………… .

…………………..………………………………………… .

La jurisprudencia que pronuncie el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo tendrá observancia obligatoria para las Salas Distritales y para todas las autoridades del Estado.

La jurisprudencia que pronuncie el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes tendrá observancia obligatoria para los Juzgados de Primera Instancia en materia de Adolescentes.
………………………………………… .

ARTÍCULO 275. La jurisprudencia disciplinaria que pronuncie el Consejo de la Judicatura, tendrá observancia obligatoria solamente para el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, para los Tribunales  Unitarios de Distrito y los Jueces del Estado.

ARTÍCULO 277. La interrupción de la jurisprudencia tendrá como consecuencia que deje de surtir sus efectos de obligatoriedad. El Pleno, las Salas, el Tribunal Electoral, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo de la Judicatura, estarán facultados para interrumpir su jurisprudencia sólo en los casos y bajo las condiciones que establece este capítulo.

ARTÍCULO 278. La jurisprudencia por reiteración o por contradicción que emane del Pleno, de las Salas, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo o del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, según el caso, se interrumpirá por otras en contrario de ellos, según corresponda, siempre y cuando:

I.
………………………………………….. . 

…………………………………………….. .

Si se trata del Tribunal Electoral o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, que la interrupción se apruebe por lo menos por dos Magistrados y existan dos resoluciones subsecuentes en contrario que se dicten de manera ininterrumpida por parte del Pleno de esos Tribunales.

Si se trata de una jurisprudencia por reiteración del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, es necesario que existan tres resoluciones subsecuentes en contrario que se dicten de manera ininterrumpida.

En todos los casos, en la primera ejecutoria que se pronuncie deberán expresarse las razones en que se apoye la interrupción, las cuales se referirán a las que se obtuvieron en consideración para establecer la jurisprudencia relativa. 

II.
………………………………………….. .

ARTÍCULO 280. El Pleno, las Salas, el Tribunal Electoral, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo de la Judicatura estarán facultados para modificar su jurisprudencia, señalando en todo caso las razones fundadas para hacerlo. Es necesario que exista pronunciamiento previo de una resolución en un caso concreto para modificar la jurisprudencia, observándose las mismas reglas establecidas en esta ley  para su formación. 

El Pleno, las Salas, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo de la Judicatura, por sí mismos, o bien por conducto de las propuestas que realicen las Salas Distritales, los Tribunales Unitarios o los Jueces, en su caso, podrán modificar la jurisprudencia en la forma prevista en el párrafo anterior.  

En los casos de las propuestas de las Salas Distritales, de los Tribunales Unitarios o los Jueces se harán por vía de denuncia ante el Pleno, las Salas, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes o el Consejo de la Judicatura, según el caso, para que éstos determinen si ha lugar o no a modificar el criterio.  La propuesta de modificación deberá identificar la tesis jurisprudencial en cuestión, las razones que motiven la denuncia y, en su caso, las constancias necesarias que sirvan de base para fundamentar que en los casos concretos es justificada la modificación propuesta.

El Pleno, las Salas, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes o el Consejo de la Judicatura podrán modificar sus tesis de jurisprudencia sin que estén vinculados por la denuncia de modificación.
ARTÍCULO 283. El Pleno, las Salas, el Tribunal Electoral, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo de la Judicatura formularán sus tesis de jurisprudencia y ordenarán que se publiquen dentro de los sesenta días siguientes al que se aprueben. En cualquier caso, se deberá enviar para su publicación la tesis de jurisprudencia al Boletín de Información Judicial o al Periódico Oficial del Gobierno del Estado, quince días antes de que venza el plazo anterior.

ARTÍCULO 284. En todo caso, el Pleno, las Salas, el Tribunal Electoral, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo, los Tribunales Unitarios de Distrito y los Jueces del Poder Judicial, según corresponda, deberán remitir mensualmente a la Presidencia las tesis que contengan jurisprudencia, mencionando esta circunstancia; o los criterios debidamente formulados que estimen relevantes, sustentados en las resoluciones dictadas en los procesos en que hayan conocido.

……………………………………… .

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, con excepción de las disposiciones en materia contenciosa-administrativo y de adolescentes infractores, las cuales iniciarán su vigencia conforme a los términos y circunstancias señalados en los artículos transitorios subsecuentes.

SEGUNDO. Las reformas relativas a la materia contenciosa-administrativa a que refiere el presente decreto, entrarán en vigor de manera conjunta con la legislación que regule la justicia administrativa que, en su oportunidad, apruebe el Congreso del Estado.

TERCERO. Las reformas relativas a la materia de adolescentes a que se refiere el presente decreto, entrarán en vigor de manera conjunta con la legislación que regule la justicia para adolescentes que, en su oportunidad, apruebe el Congreso del Estado.

CUARTO.  Los órganos que actualmente conforman el Consejo de Menores, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno del Poder Ejecutivo, pasarán a formar parte de los órganos especializados del Poder Judicial que se establecen mediante el presente decreto, a cuyo efecto sus titulares deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos previstos específicamente para el desempeño de cada cargo en la Constitución Política del Estado, en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, en este Decreto que la reforma y en la Ley de Justicia para Adolescentes.  Con este propósito, el Consejo de la Judicatura implementará la preparación y capacitación necesaria del personal que conformará los mencionados órganos especializados judiciales y realizará las evaluaciones para determinar las asignaciones correspondientes para cada caso. 

QUINTO.- Los procedimientos en trámite y las sanciones por aplicar al iniciarse la vigencia del presente Decreto, se regirán por las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial anteriores a su reforma.   Las faltas cometidas con anterioridad a su vigencia, pendientes de queja, se regirán  conforme a las disposiciones de este Decreto.

SEXTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.

DADO  en el Salón de Sesiones del Congreso del Estado, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a los veintidós días del mes de agosto del año dos mil seis.

DIPUTADO PRESIDENTE.

FRANCISCO JAVIER Z´CRUZ SÁNCHEZ.
            DIPUTADO SECRETARIO.


         DIPUTADO SECRETARIO.

JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ.                  LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ.
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